
INFORME DE POLÍTICA
Acelerando la eliminación 
gradual de la minería de carbón 
en Colombia con enfoque de 
transición justa 

Claves para una transición justa alejada de la minería de carbón en 
Colombia

1. Los desafíos del sector de extracción de carbón térmico en declive en Colombia requieren 
un proceso de planificación escalonado, oportuno e inclusivo para contrarrestar las vul-
nerabilidades a choques externos, al tiempo que se garantiza que los costos y beneficios 
de la transición se distribuyan de manera justa entre las partes interesadas. Al diseñar 
estrategias de financiamiento, el apoyo de transición requerido para evitar el colapso de 
las operaciones del sector debe estar condicionado a reducciones cuantificables y sustan-
ciales de emisiones de gases de efecto invernadero (GEI) junto con acciones y reparacio-
nes significativas para las comunidades afectadas.

2. Las intervenciones deben centrarse en la diversificación económica nacional y regional, 
así como en el desarrollo que contribuya a la descarbonización en consonancia con los ob-
jetivos globales y nacionales de cambio climático. Los esfuerzos de diversificación econó-

TRANSFORMA



TRANSFORMA

2

mica deberían conducir a aumentar la compleji-
dad de la canasta de exportaciones de Colombia 
sin incurrir en una mayor dependencia en pro-
ductos e industrias intensivas en carbono. En 
este sentido, los planes de recuperación deben 
reorientarse hacia estrategias de diversificación 
de activos con bajas emisiones de carbono.

3. Un proceso de transición justa en Colombia 
debe incluir consideraciones no solo para apo-
yar a la fuerza laboral actual y evitar así caídas 
repentinas en los niveles de vida, sino también 
para dinamizar las perspectivas de empleo en las 
regiones.

4. Reconocer y abordar las desigualdades históri-
cas y los impactos sociales, ambientales y econó-
micos acumulados de las operaciones de carbón 
a gran escala es fundamental a fin de recuperar 
la confianza de las comunidades afectadas y pro-
piciar un proceso transparente basado en un 
amplio diálogo social. Las metodologías de valo-
ración innovadoras para cuantificar los pasivos 
socioambientales dentro del ciclo de vida del 
carbón pueden ayudar a identificar una línea de 
base para asignar responsabilidades y propor-
cionar el punto de partida para compensar y re-
parar los daños incurridos durante la operación 
de estos activos.

5. El alcance de las estrategias de transición justa 
de la Contribución Nacionalmente Determinada 
(NDC por sus siglas en inglés) de Colombia para 
el período 2020-2030 y el pacto por el empleo 
verde y una transición justa suscrito por el Mi-
nisterio de Trabajo y la Organización Internacio-
nal del Trabajo (OIT) debe ampliarse hacia con-
sideraciones que incluyan no solo cuestiones de 
empleo, sino también asuntos relacionados con 
el desarrollo económico regional, el alivio de la 
pobreza, el acceso a la energía, y los objetivos de 
justicia ambiental y climática.

Introducción

Colombia, el quinto mayor exportador de carbón 
del mundo, se enfrenta a retos sociales, ambienta-
les y económicos particulares en medio de la fuerte 
caída de la demanda internacional de carbón. Esta 
tendencia se ha acelerado desde la pandemia de CO-
VID-19 y seguirá avanzando en el contexto de una 

transición energética mundial y de compromisos 
más ambiciosos de mitigación del cambio climático 
(Yanguas-Parra, Hauenstein, & Oei 2021). Por lo tan-
to, es necesario contar con procesos de planificación 
sólidos para gestionar los impactos del declive de los 
sectores intensivos en carbono con el fin de evitar 
nuevas perturbaciones.

Los países exportadores de combustibles fósiles, 
como Colombia, atraviesan cambios estructurales 
en un mundo con mayores restricciones hacia las 
emisiones de GEI en el que la mayoría de las reser-
vas de carbón deben permanecer bajo tierra si que-
remos limitar el calentamiento global a 1.5ºC por en-
cima de los niveles preindustriales (McGlade y Ekins, 
2015). Dichos cambios se experimentan de manera 
diferenciada entre las partes involucradas, al igual 
que la distribución de sus costos y oportunidades. 
Un proceso de transición que ofrezca resultados 
más justos requerirá, por tanto, tener en cuenta los 
intereses del amplio abanico de actores implicados.

La minería de carbón en Colombia no solo es impor-
tante a nivel macroeconómico por su contribución a 
las cuentas comerciales y fiscales, sino que también 
contribuye significativamente a las economías re-
gionales y locales de las zonas productoras de car-
bón a través de la generación de empleo, las regalías 
y la participación en el PIB. Esto significa que tanto 
la economía nacional como la regional son vulnera-
bles a los choques externos de los mercados interna-
cionales de carbón. Reducir la dependencia del país 
frente al sector de la extracción de carbón implicaría 
también mitigar otros impactos que pueden causar 
dificultades sociales y económicas especialmente en 
las comunidades que hoy dependen de esta activi-
dad (Atteridge & Strambo, 2020).

Los esfuerzos de planificación y desarrollo de alter-
nativas para gestionar los impactos de los cambios 
estructurales provocados por la eliminación gradual 
de la minería de carbón en Colombia son necesarios 
para fomentar una transición verdaderamente jus-
ta. El término “transición justa” fue acuñado inicial-
mente para abordar la pérdida de puestos de trabajo 
como resultado de las políticas ambientales (Gam-
bhir et al., 2018). Este concepto no solo se ha incluido 
al debate sobre el cambio climático, sino que tam-
bién abarca la diversificación económica, la equidad 
social y las consideraciones de justicia ambiental. La 
adopción de un enfoque de transición justa contri-
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buiría a acelerar los esfuerzos de descarbonización 
al tiempo que se aprovechan las oportunidades so-
cioeconómicas a lo largo del proceso. 

El gobierno colombiano, a través de la Agencia Na-
cional de Minería (ANM), está planificando actual-
mente una estrategia de transición de las regiones 
carboníferas hacia otro tipo de economías. Sin em-
bargo, sigue basándose en el apoyo a la extracción 
de carbón -sin una fecha clara de finalización- para 
financiar la transición mientras mantiene sus ex-
portaciones ambientalmente competitivas a través 
de la compensación de emisiones de carbono (ANM, 
2020). Asimismo, la reciente Política de Recupera-
ción Económica (Consejo Nacional de Política Eco-
nómica y Social [CONPES 4023], 2020) si bien men-
ciona los esfuerzos por diversificar la economía, 
sigue apuntando a hacerlo a través de productos que 
no agregan complejidad y reitera su apoyo a la ex-
tracción de hidrocarburos y minerales. Además, en 
su NDC actualizada y en el pacto por el empleo ver-
de, Colombia incluyó la transición justa de la fuer-
za de trabajo como uno de sus pilares estratégicos 
(Gobierno de Colombia, 2020; OIT, 2019). Aunque las 
directrices de estos procesos aún están en prepa-
ración, el gobierno no ha especificado qué sectores 
serán prioritarios. Estas iniciativas servirán como 
puntos de entrada para proporcionar recomenda-
ciones de política.

Este informe de política pública pretende contri-
buir al proceso de planificación de una transición jus-
ta para abandonar gradualmente la minería de car-
bón en Colombia. Lo hacemos en el contexto de una 
recuperación resiliente y socialmente justa. Nos en-
focamos particularmente en la diversificación econó-
mica alejada del carbón como uno de los principales 
productos de exportación, así como en el desarrollo 
económico regional que evite al mismo tiempo la de-
pendencia en la infraestructura de los combustibles 
fósiles y otros productos y procesos intensivos en car-
bono. La sección 1 comienza definiendo el concepto 
de transición justa y señalando la importancia de em-
prender dicho proceso en Colombia. Posteriormente, 
en la sección 2 se identifican los elementos a priorizar 
en un plan de eliminación gradual de la minería de 
carbón en Colombia. La sección 3 sigue con una serie 
de lecciones sistematizadas de otros países que pue-
den ser aplicables al contexto colombiano. Esta sec-
ción también ofrece ejemplos de cómo se están finan-
ciando actualmente los esfuerzos de transición justa. 

En la sección 4 se ofrecen recomendaciones tanto a 
nivel nacional como regional para afrontar los retos 
del cambio estructural.

1. El marco conceptual de la 
transición justa

1.1 ¿Por qué Colombia necesita planificar una 
transición justa para alejarse de la minería 
de carbón?

La eliminación gradual del carbón está cobran-
do impulso en todo el mundo y actualmente se está 
debatiendo o aplicando tanto en los países consumi-
dores como en los exportadores. Estas transiciones 
han sido impulsadas por una serie de factores que 
incluyen: i) reducciones significativas en los costos 
de la energía eólica, solar y de almacenamiento en 
baterías; ii) políticas climáticas más ambiciosas para 
lograr los objetivos del Acuerdo de París; iii) el cierre 
de centrales termoeléctricas a carbón ineficientes y 
obsoletas; iv) la pandemia de COVID-19 en curso y el 
desplome del mercado mundial del petróleo en el pri-
mer semestre de 2020 (Henry et al., 2020). En este 
contexto, las economías dependientes de la explota-
ción de materias primas, como la colombiana, están 
experimentando cambios estructurales que requie-
ren procesos de gestión y planificación adecuados 
que eviten mayores dificultades sociales, ambientales 
y económicas, al tiempo que aceleran los esfuerzos de 
descarbonización y aprovechan las oportunidades so-
cioeconómicas a lo largo del proceso.

Colombia es el quinto exportador mundial de car-
bón y es especialmente vulnerable a las perturba-
ciones externas de los mercados internacionales de 
este mineral1. Tanto a nivel nacional como regional 
ha venido ganando cada vez más fuerza la importan-
cia de reducir la dependencia fiscal y económica del 
país frente la extracción de carbón2. La minería de 
carbón en Colombia juega un papel fundamental a 
nivel macroeconómico y también tiene impactos en 
las economías locales de las regiones productoras de 

1 Para más información, consulte el documento 1.1 de esta se-
rie “Situación del mercado del carbón e incentivos para su ex-
tracción y comercialización en Colombia”.
2 Para más información, consulte el documento 1.2 de esta serie 
“ Impactos fiscales de la eliminación gradual de la producción de 
carbón en Colombia”.
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carbón. Por un lado, el carbón es el segundo produc-
to que más exporta Colombia después del petróleo. 
La participación promedio del carbón en la canasta 
de exportación de Colombia entre 2010-2020 fue del 
14,6%. Por otro lado, en las regiones extractoras de 
carbón de Cesar y La Guajira la participación de las 
actividades mineras de carbón en 2019 representó 
casi el 36% y el 42% del PIB regional respectivamen-
te. A grandes rasgos, la minería de carbón a gran 
escala en las regiones de Cesar y La Guajira pro-
porciona alrededor de 30.000 empleos (ANM, 2017). 
Además, el carbón es el mineral que más aporta al 
Sistema General de Regalías (SGR) (Contraloría Ge-
neral de la República, 2019).

Los rápidos cambios en el panorama energéti-
co mundial están reduciendo las perspectivas del 
carbón colombiano (Oei & Mendelevitch, 2019; 
Yanguas-Parra, Hauenstein, & Oei 2021). Solo en el 
tercer trimestre de 2020 la extracción de carbón 
había caído un 47% como se puede ver en la Figu-
ra 1 (NRGI, 2021). Este fuerte descenso no solo se 
debió a la abrupta caída de los precios del carbón, 
sino también a la suspensión de operaciones den-
tro de las minas de PRODECO (Glencore), CNR (Mu-
rray Energy) y a una huelga de 3 meses en la mina 
de Cerrejón (BHP, Anglo American, Glencore). Esto 
último a pesar de una excepción de cierre por parte 
del gobierno para las operaciones mineras durante 
los confinamientos establecidos como respuesta a la 
pandemia de COVID-19 en 2020.

Colombia podría beneficiarse de una planificación 
temprana para gestionar los cambios que conlleva 
un esfuerzo de descarbonización global previendo 
los impactos de los cierres de sus minas de carbón. 
Algunas de las repercusiones socioeconómicas de 
los cierres de minas documentadas por Strambo 
et al (2019) a partir de estudios de casos históricos 
tanto en el Norte como en el Sur Global incluyen: i) 
impactos en la economía local o nacional; ii) impac-
tos en el empleo (pérdidas de puestos de trabajo y 
desplazamientos de mano de obra); iii) contracción 
demográfica; iv) así como cambios en las estructu-
ras sociales, efectos en el sentido de identidad de las 
comunidades e impactos psicológicos.

Tomar en consideración las lecciones aprendidas de 
los casos internacionales de declive industrial podría 
hacer que los esfuerzos de transición sean más sua-
ves al tiempo que se aprovechan sus oportunidades 
socioeconómicas. Según Atteridge y Strambo (2018), 
las transiciones que están bien gestionadas e inclu-
yen los intereses de la amplia gama de actores invo-
lucrados garantizan mejores resultados. Dado que 
los costos y las oportunidades de la transición no se 
distribuirán de manera uniforme entre las diferentes 
partes interesadas, considerar los intereses de los di-
ferentes grupos de actores puede contribuir a com-
partir los costos de manera justa ya que aquellos que 
pueden desencadenar el cambio de manera efectiva 
lo perciben como valioso. De manera similar, los pro-
cesos de transición, si se manejan bien, pueden crear 
múltiples oportunidades y beneficios colaterales que 

Figura 1. 
Extracción de 

carbón en Colombia 
desde 2012. Fuente: 

SIMCO, 2020
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incluyen: i) reducciones en la contaminación del aire 
y tratamiento del daño ambiental; ii) seguridad ener-
gética; iii) diversificación económica y crecimiento en 
sectores alternativos; y iv) abordaje de las desigualda-
des históricas (Atteridge y Strambo, 2020).

Aprovechar estos beneficios colaterales requiere 
reconocer que el sector de extracción de carbón tér-
mico en Colombia está en declive y enfrenta desafíos 
tanto internos por cuestiones laborales, sociales y 
ambientales, como externos debido a los bajos precios 
y la contracción de la demanda global (NRGI, 2021). 
Sin embargo, las grandes empresas de extracción de 
carbón en Colombia aún se benefician de subsidios y 
deducciones fiscales basadas en la supuesta relación 
entre la extracción y el desarrollo económico y la ge-
neración de empleo (Strambo et al., 2018)3. Según Par-
do (2018), los beneficios fiscales y otras deducciones 
al sector extractivo en Colombia promediaron 3.300 
millones de dólares por año entre 2010-2016. Estos 
incentivos deben reevaluarse no solo en un escenario 
de eliminación gradual de la minería de carbón, sino 
también debido a su naturaleza regresiva y distancia 
con los objetivos relacionados con el clima. En lugar 
de continuar apoyando una actividad con perspecti-
vas de mercado cada vez más reducidas, Colombia 
debería estimular actividades que impulsen la diver-
sificación económica hacia nuevos productos que son 
cada vez más complejos, con valor agregado y que 
brindan oportunidades de crecimiento.

1.2 Definiendo la transición justa

El concepto de “transición justa” se acuñó inicial-
mente para abordar la pérdida de puestos de trabajo 
como resultado de políticas ambientales (Gambhir 
et al., 2018). Los sindicalistas norteamericanos de la 
década de 1990 empezaron a prever programas de 
transición justa para aliviar la pérdida de puestos 
de trabajo en los sectores contaminantes y de uso 
intensivo de carbono que estaban siendo sometidos 
a regulaciones ambientales más estrictas. A medi-
da que aumentaba la concientización sobre la crisis 
climática, los sindicalistas empezaron a utilizar el 
concepto en relación con la acción contra el cambio 
climático, ampliando así su ámbito de comprensión 
hacia los esfuerzos para planificar una transición 

3 Para más información, consulte el documento 1.1 de esta se-
rie “Situación del mercado del carbón e incentivos para su ex-
tracción y comercialización en Colombia”.

hacia empleos social y ambientalmente sostenibles 
(Just Transition Centre, 2017).

Formalmente, el Acuerdo de París reconoce la ne-
cesidad de una transición justa de la mano de obra. 
Sin embargo, a pesar de la importancia de las con-
sideraciones relativas al empleo, el concepto tra-
dicional de transición justa no tiene en cuenta los 
aspectos sociales más amplios que pueden verse 
perjudicados a lo largo del proceso de transición 
hacia una economía baja en carbono. A lo largo de 
dicho proceso afloran otras cuestiones de equidad 
sobre todo en las comunidades y regiones que de-
penden de industrias y sectores intensivos en car-
bono (Atteridge y Strambo, 2020). Por lo tanto, es 
necesario ampliar el espectro de las transiciones 
justas hacia cuestiones relacionadas con el desa-
rrollo económico regional, la mitigación de la po-
breza, el acceso a la energía y los objetivos de jus-
ticia ambiental y climática para garantizar que la 
transición sea equitativa (Henry et al., 2020; Jakob 
et al., 2020).

En un esfuerzo por avanzar hacia una compren-
sión más amplia de la transición justa, Atteridge y 
Strambo (2020) señalan siete principios a conside-
rar a lo largo del proceso:

1.	Fomentar activamente la descarbonización: 
una transición justa está alineada con la conse-
cución de los objetivos climáticos acordados a 
nivel mundial para disminuir las emisiones de 
GEI hacia una economía baja en carbono o que 
alcance la carbono neutralidad. 

2.	Evitar la dependencia en sectores intensivos en 
carbono y más “perdedores” en estos sectores: 
una transición justa garantiza que los esfuerzos 
de descarbonización no se vean socavados por 
inversiones u otras ayudas a sectores intensivos 
en carbono o que generen dependencia en la ex-
tracción de combustibles fósiles. 

3.	Apoyar a las regiones afectadas: una transición 
justa genera oportunidades para garantizar la 
estabilidad económica y prioriza el apoyo a las 
regiones más afectadas y con menor capacidad 
para invertir en diversificación.

4.Apoyar a los trabajadores, a sus familias y a la 
comunidad en general afectada por los cierres 
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o la reducción de escala: una transición justa 
ofrece apoyo para encontrar oportunidades de 
subsistencia a los afectados y garantiza protec-
ciones sociales adecuadas cuando el reempleo 
no es posible. 

5.	Remediar los daños ambientales y garantizar 
que los costos relacionados no se transfieran 
del sector privado al público: una transición 
justa es aquella que salvaguarda el principio de 
“quien contamina paga”.

6.	Abordar las desigualdades económicas y socia-
les existentes: una transición justa incluye una 
perspectiva de equidad social y de género, así 
como el empoderamiento de los grupos sociales 
vulnerables al diseñar las medidas de apoyo. 

7.	Garantizar un proceso de planificación inclusi-
vo y transparente: una transición justa se basa 
en un amplio diálogo social en el que las rutas y 
prioridades de desarrollo económico se determi-
nan localmente junto con las comunidades.

	 Estos principios pueden funcionar como una guía 
para evaluar cuán “justos” son los procesos de tran-
sición. Aunque cada proceso tendrá sus particula-
ridades y especificidades propias de su contexto 
cultural, social y geográfico, es importante destacar 
que, debido a la naturaleza estructural del reto de la 
descarbonización, las transiciones justas van más 
allá de abordar las medidas de empleo para la mano 
de obra afectada. Una transición verdaderamente 
justa también abarca la protección del medio am-
biente, la diversificación económica y la lucha con-
tra las desigualdades socioeconómicas y de género. 
En la próxima sección señalaremos los principales 
elementos a considerar para una transición justa 
en el marco de una eliminación gradual de la mine-
ría de carbón en Colombia.

2. Elementos clave a considerar 
dentro de una eliminación gradual 
y planificada de la minería de 
carbón en Colombia

Como se mencionó anteriormente, la minería de 
carbón en Colombia juega un papel doble: a nivel na-
cional a través de las cuentas comerciales y fiscales; 
y a nivel regional a través de empleos, regalías y par-

ticipación del PIB local. Para identificar los puntos 
de entrada para una eliminación gradual y planifica-
da de la minería del carbón en Colombia dividimos el 
análisis en dos partes. La primera corresponde a los 
desafíos para promover la complejidad económica y 
la segunda a los desafíos para el desarrollo regional.

2.1 Desafíos para promover la complejidad 
económica

La complejidad económica se calcula con base en 
la diversidad de las exportaciones producidas por 
un país y el número de países capaces de producir 
estos productos (Harvard Growth Lab, 2020a). Co-
lombia ocupa el puesto 56 en el Índice de Comple-
jidad Económica (ICE), una clasificación de países 
basada en la diversificación y complejidad de su 
canasta de exportaciones que ayuda a predecir los 
niveles de ingresos. La complejidad del país ha dis-
minuido durante los últimos 10 años por la falta de 
diversificación de las exportaciones que han sido en 
su mayoría de materias primas con poco o ningún 
valor agregado como son los combustibles fósiles 
(ver Figura 2) (Harvard Growth Lab, 2020b). En 2018 
Colombia exportó 53.000 millones de dólares en bie-
nes y servicios e importó 62.500 millones de dólares, 
dejando al país con un déficit comercial (Harvard 
Growth Lab, 2020a).

La dependencia de Colombia de las exportaciones 
de combustibles fósiles expone al país a las volati-
lidades de los mercados de materias primas que 
generan inestabilidad macroeconómica al poner 
en riesgo las rentas del gobierno basadas en estos 
productos (Peszko et al., 2020). Dadas las grandes 
reservas nacionales, los ingresos de exportación de-
rivados de la producción de carbón de Colombia de-
penden de las fluctuaciones de los precios de las ma-
terias primas, las tasas de cambio y las tendencias 
de la demanda de energía de los países consumido-
res de carbón colombiano. Esto significa que la ba-
lanza comercial nacional es vulnerable a la dinámica 
externa de los mercados internacionales del carbón. 
Además, los aumentos en la extracción de combus-
tibles fósiles requieren entradas de capital, a menu-
do de inversión extranjera directa (IED), que pueden 
provocar cambios en el tipo de cambio nominal lo 
que hace que la producción nacional de otros bienes 
sea menos competitiva (ibíd.). Por lo tanto, la reduc-
ción de la dependencia del sector de extracción de 
carbón es cada vez más importante para resistir las 
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variables fluctuantes de este mercado y aumentar la 
competitividad de la economía.

Diversificar la canasta de exportaciones hacia pro-
ductos más complejos y hacer frente a la dependen-
cia de pocos productos es parte de un desafío más 
amplio para garantizar una base económica estable 
a largo plazo (CMNUCC, 2016). Sin embargo, Colom-
bia se ha diversificado en muy pocos productos para 
contribuir a un crecimiento sustancial de los ingre-
sos. El país solo ha agregado 11 nuevos productos 
desde 2003 y estos productos aportaron solo 6 dóla-
res en ingresos per cápita en 2018 (Harvard Growth 
Lab, 2020b). Esto ha creado una alta dependencia 
de los ingresos fiscales de los sectores intensivos en 
recursos naturales que luchan por generar vínculos 
con otras actividades, lo que ha resultado en un re-
zago significativo en los sectores de manufactura y 
tecnología que brindan una mayor complejidad eco-
nómica (Ocampo, 2017).

En general, los países dependientes de los com-
bustibles fósiles tienen dos posibles estrategias de 
diversificación para hacer frente a los retos de la 
transición hacia una economía baja en carbono. La 
primera consiste en una estrategia de migrar hacia 
industrias transformadoras dentro del espacio de 

productos requeridos por el sector de los combus-
tibles fósiles. Este camino tradicional de diversifi-
cación implica considerar las ventajas comparati-
vas naturales que pueden proporcionar los equipos 
requeridos por el sector de combustibles fósiles, 
aunque es inherentemente intensivo en carbono 
(Peszko et al., 2020). En este sentido, Colombia 
puede diversificar su canasta de exportaciones in-
cursionando en una producción que requiere de 
un “know-how” similar y que aprovecha las capa-
cidades existentes. Los conocimientos técnicos ac-
tuales del país ofrecen algunas oportunidades de 
diversificación en productos relacionados. Consi-
derando las exportaciones actuales, algunos secto-
res con alto potencial de diversificación son los ar-
tículos de hierro o acero y la maquinaria industrial. 
Estos incluyen: ejes de transmisión, aparatos para 
válvulas con control termostático, equipos para el 
cambio de temperatura de materiales, cuchillas, y 
hojas para máquinas entre otros (Harvard Grow-
th Lab, 2020b). Sin embargo, se trata de opciones 
intensivas en carbono que crean una dependencia 
en las actividades de apoyo dentro de la cadena de 
valor de los combustibles fósiles y que están lejos 
de garantizar una transición justa en línea con los 
esfuerzos de descarbonización y mitigación del 
cambio climático.

Figura 2. Canasta 
de exportaciones 

de Colombia en 
2018. Fuente: 

(Harvard Growth 
Lab, 2020b)
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Una segunda estrategia más amplia consiste en 
diversificar los insumos en lugar de los productos, 
lo que significa centrarse en cómo un país produce 
bienes y servicios en lugar de lo que un país produce 
y vende en el extranjero (Peszko et al., 2020). Dicha 
estrategia implica diversificar los activos utilizados 
por la economía e incluir activos naturales (servicios 
ecosistémicos) e intangibles (capital de conocimiento, 
capital humano, instituciones, habilidades, propiedad 
intelectual, estado de derecho, etc.). Este tipo de diver-
sificación no solo es más resistente a los choques ex-
ternos, sino que también contribuye a la complejidad 
económica. Además, las estrategias de diversificación 
de activos están asociadas con la reducción de la in-
tensidad de las emisiones de GEI de las economías y 
brindan oportunidades más claras de mitigación del 
cambio climático. En medio de una transición global 
hacia una economía baja en carbono, las estrategias 
de diversificación de activos son deseables porque 
reducen la exposición a los riesgos de transición que 
puede plantear la diversificación tradicional a tra-
vés de la industrialización. Esto, considerando que la 
producción posterior de bienes manufacturados que 
utilizan hidrocarburos como materia prima puede 
incluso aumentar la exposición a riesgos ya que los 
consumidores preocupados por el contenido de car-
bono de los productos terminados pueden imponer 
medidas de ajuste de carbono en frontera (BCA por 
sus siglas en inglés) (ibíd.).

Además, a medida que transcurre la crisis eco-
nómica desencadenada por el COVID-19, los países 
dependientes de los combustibles fósiles, como Co-
lombia, pueden encontrar sinergias al alinear sus 
paquetes de estímulo con sus agendas de transición 
justa y mitigación del cambio climático. Tanto la 
propagación de COVID-19 como la crisis climática 
comparten impactos paralelos ya que ambos afec-
tan de forma desproporcionada a los grupos vul-
nerables. Abordarlas conjuntamente es una opor-
tunidad para fomentar una economía más verde y 
justa al atender los retos inmediatos de la pandemia 
de COVID-19, así como los retos a largo plazo de la 
crisis climática. El FMI (2020) ha afirmado que los 
países deben aplicar planes de recuperación soste-
nibles que eviten agravar la crisis climática. Para 
ello recomendó las siguientes 7 medidas de política 
general para garantizar una recuperación económi-
ca coherente con los objetivos del cambio climático: 
i) priorizar las medidas de apoyo y los sectores con 
mayor potencial de crecimiento verde; ii) condicio-

nar el apoyo a las industrias o empresas intensivas 
en carbono a los avances en la mitigación del cambio 
climático; iii) avanzar en la aplicación de un precio al 
carbono adecuado; iv) evaluar el impacto climático 
de las medidas de apoyo; v) llevar a cabo incentivos 
financieros verdes; vi) desarrollar objetivos climáti-
cos más ambiciosos a mediano y largo plazo; y vii) 
coordinar y apoyar la acción y la cooperación climá-
tica (ibíd.).

Las intervenciones requeridas para hacer fren-
te a la crisis económica generada por el COVID-19 
ofrecen un espacio para promover los sectores e 
industrias que podrían fortalecer y diversificar una 
economía colombiana actualmente altamente de-
pendiente de las materias primas mientras se ase-
gura un flujo estable de recursos en términos de 
política fiscal. Tanto en el contexto de una recupera-
ción económica de la pandemia de COVID-19 como 
en el de la transición global hacia una economía baja 
en carbono, el reto para los países dependientes de 
los combustibles fósiles, como Colombia, es diseñar 
estrategias que no solo aumenten la complejidad de 
la economía a través de estrategias de diversifica-
ción para reducir la exposición a la volatilidad de los 
mercados de materias primas, sino que también se 
alineen con los objetivos de descarbonización.

Hacerlo requiere identificar las actividades que 
comparten capacidades productivas con el sector 
del carbón. Sin embargo, las capacidades que po-
drían llegar a desarrollarse en dicha actividad son 
difícilmente replicables a actividades bajas en car-
bono. Decidir qué capacidades se pueden desarro-
llar no solo a nivel nacional, sino en las regiones de 
extracción de carbón requiere comprender la com-
plejidad de una actividad específica. La complejidad 
se refiere a la diversidad y sofisticación del “know-
how” que se requiere para producir algo en una ubi-
cación o sector específico (DATLAS, 2017a). Un lugar 
muy complejo, por ejemplo, sería uno que produce o 
exporta bienes y servicios que pocos otros lugares 
producen. Estos lugares también tienden a generar 
salarios e ingresos más altos. La capacidad de una 
economía para producir y exportar con éxito bienes 
y servicios que requieren habilidades y conocimien-
tos más diversos y exclusivos será un factor impor-
tante que contribuirá a su productividad (ibíd.). 

Herramientas como DATLAS pueden ayudar a 
comprender el potencial para aumentar la compleji-
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dad de un lugar. Para Colombia la herramienta esti-
ma qué tan próximas son las capacidades de desarro-
llo de un sector o producto a las que ya existen en un 
lugar. Para los departamentos productores de carbón 
a gran escala del Cesar y La Guajira la complejidad 
sectorial aún es baja con un índice de 0,28 y 0,22 res-
pectivamente4. Esto indica una baja probabilidad de 
desarrollar nuevos sectores o productos más com-
plejos que los ya presentes (DATLAS, 2017b). Mejorar 
el potencial de complejidad sectorial de las regiones 
productoras de carbón a gran escala requiere esfuer-
zos significativos en coordinación con el gobierno na-
cional a fin de diseñar estrategias que respondan a 
las necesidades de la comunidad para dinamizar las 
economías locales y brindar alternativas que ayuden 
a reemplazar gradualmente el sector en declive.

A nivel nacional Colombia ya ha identificado opor-
tunidades en la línea de la diversificación de acti-
vos con bajas emisiones de carbono en su Política 
de Crecimiento Verde (Consejo Nacional de Política 
Económica y Social [CONPES 3934], 2018). Esta po-
lítica consiste en una estrategia para incrementar a 
2030 la productividad y competitividad económica 
del país al tiempo que se asegura el uso sostenible y 
la conservación de los recursos naturales. Los pila-
res de dicha estrategia son:

1. Generar nuevas oportunidades económicas basa-
das en el capital natural. Esto incluye:

a. Promover la bioeconomía y el sector forestal 
como estratégicos.

b. Crear las condiciones que permitan una mayor 
participación de las energías renovables.

c. Posicionar los negocios verdes y sostenibles 
como un modelo rentable.

2. Diseñar instrumentos eficaces para mejorar el 
uso de los recursos naturales y la energía en la 
producción y el consumo. Esto incluye:

a. Aplicar directrices para mejorar el rendimiento 
del sector agrícola.

b. Mejorar la eficiencia en el uso del agua.

4 El valor más alto es 0,93 para Bogotá y el menor 0,06 para 
Vaupés.

c. Promover condiciones que favorezcan la adop-
ción de tecnologías para la movilidad eficiente 
y sostenible.

d. Definir la hoja de ruta para la transición hacia 
una economía circular. 

3. Desarrollar directrices para construir capital hu-
mano para el crecimiento verde. Esto incluye: 

a. Promover empleos verdes y programas que me-
joren el aprendizaje y las habilidades de los tra-
bajadores en áreas profesionales relacionadas 
con el crecimiento verde.

4. Fortalecer las capacidades en ciencia, tecnología 
e innovación para el crecimiento verde. Esto in-
cluye: 

a. Promover la investigación, el desarrollo tec-
nológico y la innovación para el crecimiento 
verde. 

5. Mejorar la coordinación entre las instituciones, y 
la generación de sistemas de información e ins-
trumentos de financiación eficaces para aplicar 
la política a largo plazo.

La reciente Política de Recuperación Económica 
incluye algunos de estos pilares, específicamente 
los relacionados con la promoción de actividades en 
ciencia, tecnología e innovación, economía circular y 
bioeconomía. Sin embargo, es clara en continuar su 
apoyo a la extracción de hidrocarburos y minerales 
que, según el documento de política, “son sectores re-
levantes para la recuperación económica por sus apor-
tes en materia de regalías, impuestos, inversión extran-
jera directa y consideraciones económicas a favor de la 
nación” (Consejo Nacional de Política Económica y 
Social [CONPES 4023], p. 40, 2020). 

2.2 Desafíos para el desarrollo regional

Aunque las actividades de extracción de carbón en 
2019 sólo representaron alrededor del 1,1% del PIB 
nacional, la participación de la producción de car-
bón en el PIB regional del Cesar y La Guajira repre-
sentó casi el 36% y 42% respectivamente. Estas dos 
son también las regiones que generan más regalías 
por el carbón principalmente por las actividades mi-
neras de Cerrejón, La Jagua, La Loma y Calenturitas. 
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Figura 3a. Pobreza monetaria y b. Incidencia de la pobreza multidimensional por región en 2018 y 
2019. Fuente: DANE, 2020a
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El carbón es el mineral que más aporta al SGR que 
invierte en la solución de necesidades básicas de los 
departamentos y municipios como educación bási-
ca, salud y saneamiento, al igual que financia pro-
yectos productivos que tienen como objetivo apoyar 
el desarrollo de las regiones, entre otros (Contra-
loría General de la República, 2019, Presidencia de 
la República de Colombia, 2020). Entre 2016 y 2018 
las regalías generadas por el sector del carbón en 
Colombia aumentaron un 73% principalmente por 
aumentos de precios. Sin embargo, en 2019 dismi-
nuyeron un 14% y se espera que disminuyan aún 
más en 2020 (SIMCO, 2020).

2.2.1 Panorama socioeconómico de las 
regiones mineras de carbón a gran escala en 
Colombia – Pobreza

La Guajira y Cesar generan la mayoría de las rega-
lías asociadas al carbón (85%). Pero incluso después 
de décadas de bonanza minera varios indicadores 
muestran que hoy estas regiones continúan tenien-
do altos niveles de pobreza y exclusión social (Mei-
sel-Roca, 2007). Las dos regiones cuentan con bajos 
indicadores socioeconómicos y con altos índices de 
pobreza monetaria y multidimensional (ver Figura 
3), lo que significa que las regiones no solo tienen 
bajos ingresos, sino que también están privadas de 
educación, salud, saneamiento, acceso a energía, 
niveles de vida adecuados, calidad del trabajo u 
otros indicadores que captan la complejidad de la 
pobreza (OPHI, 2020).

Sin embargo, las tendencias de la pobreza multidi-
mensional no necesariamente coinciden con las de 
la pobreza monetaria. Como se observa en la Figura 
3, en 2019 La Guajira tuvo una incidencia de 52,8% y 
48,9% para la pobreza monetaria y multidimensional 
respectivamente. Cesar por su parte, tuvo una inci-
dencia de 51,7% para la pobreza monetaria y 25,5% 
para la pobreza multidimensional. Por lo tanto, la po-
breza en el Cesar puede explicarse  principalmente 
por los bajos ingresos, mientras que la pobreza en La 
Guajira abarca más dimensiones. Si bien La Guajira y 
Cesar son las principales regiones extractoras de car-
bón en Colombia, lo han hecho a costa de la transfor-
mación de los usos del suelo y de su estructura pro-
ductiva sin que esto se refleje en el mejoramiento de 
las condiciones de vida de una población que sufre de 
pobreza, salud, falta de oportunidades y vulneración 
de los derechos humanos (OCA, 2019).

2.2.2 Panorama socioeconómico de las 
regiones mineras de carbón a gran escala en 
Colombia – Mercado laboral

En términos de empleo el mercado laboral minero 
regional no necesariamente se alinea con el PIB 
regional. Para La Guajira, si bien el sector minero es 
la principal actividad económica del departamento 
y representó cerca del 40% del PIB regional en 2019, 
éste sólo empleó al 1,8% de la fuerza laboral (DANE, 
2020b; FILCO, 2020a). En Cesar la situación es simi-
lar, mientras que la minería fue la principal activi-
dad económica en 2019, ésta sólo ocupó el 0,9% de 
la fuerza laboral en el departamento (DANE, 2020c, 
FILCO, 2020b). El reducido espacio laboral de la mi-
nería puede explicarse por el flujo temporal de tra-
bajadores de otras regiones, pero también porque 
las operaciones de minería de carbón a gran escala, 
a cielo abierto y con gran densidad de capital operan 
inherentemente sin requerir mucha mano de obra. 
También es importante señalar que la distribución 
del mercado laboral regional en 2020 no se vio afec-
tada de manera significativa por la pandemia ya que 
el mercado laboral minero en 2020 coincide con las 
tendencias de años anteriores. Sin embargo, los va-
rios cierres mineros ocurridos desde finales de 2020 
y la huelga de 3 meses en la mina Cerrejón tendrán 
efectos que deben investigarse más a fondo para 
comprender las implicaciones específicas de la pan-
demia de COVID-19.

Esta información muestra que la extracción de 
carbón en La Guajira y Cesar genera oportunidades 
laborales muy limitadas en contraste con lo que po-
dría suceder con una economía regional más diver-
sificada y dinámica que proporcione mayores tasas 
de creación de empleo y mejores salarios (DATLAS, 
2017a). El desafío del mercado laboral es aún más 
complejo si se considera que las actividades mine-
ras en estas regiones también son una fuente de 
empleos indirectos. Sin embargo, las cifras exactas 
siguen siendo una fuente de debate que dificulta 
llegar a más conclusiones para este estudio. Rudas 
(2014) sugiere que la concentración del empleo en 
la actividad minera en una región tiende a generar 
disparidades muy altas entre la remuneración que 
reciben quienes logran trabajar en la mina, que no 
siempre provienen de la región, y quienes no lo 
hacen. Estas disparidades crean una dinámica en 
la que los beneficios se apropian en forma priva-
da mientras que los actores más frágiles sienten 
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las externalidades. En este sentido, por ejemplo, 
los grupos étnicos que representan el 38% de La 
Guajira están ocupados solo marginalmente en la 
minería de carbón con solo 5% de los trabajadores 
Wayuu en Cerrejón. Además, Hawkins (2014) mues-
tra que las empresas internacionales de carbón 
ofrecen pocos puestos de trabajo para la población 
colombiana y que las condiciones laborales suelen 
ser precarias. En 2013 la proporción de mineros en 
el total de la fuerza laboral en Colombia era de solo 
1.1% con alrededor de 30,000 personas trabajando 
en las 5 principales minas de carbón. Aproximada-
mente el 40% de ellos tenían un contrato de trabajo 
directo, mientras que el resto eran contratados por 
terceros o personas que contratan personal para 
empresas mineras.

2.2.3 Conflictos socioambientales en torno a la 
minería de carbón

La minería de carbón a gran escala también enfren-
ta crecientes críticas nacionales e internacionales 
debido a sus impactos socioambientales. Un infor-
me de Tierra Digna (2015) destaca algunos aspectos 
de la huella ecológica de la extracción, transporte 
terrestre y exportación marítima de carbón. Aunque 
más allá del alcance de nuestro estudio, se debe re-
conocer el severo deterioro de los recursos a nivel 
local como el aire, el agua y el suelo que presentan 
riesgos de salud significativos y acumulativos tanto 
para los trabajadores como para la población adya-
cente a la actividad minera. Estos impactos afectan 
de manera desproporcionada a las comunidades in-
dígenas, afrodescendientes y campesinas, por lo que 
una transición justa debe favorecer un diálogo inter-
cultural que incluya diferentes enfoques de desarro-
llo territorial, mitigación, restauración y reparación 
entre otros elementos.

Algunos de los impactos documentados incluyen 
la emisión de polvo de carbón en todas las etapas 
de la cadena de suministro, la emisión de gases tó-
xicos por la actividad minera y la generación de rui-
dos atronadores emitidos por trenes o cargueros. 
Además, el reasentamiento (forzado o voluntario) de 
la población local, así como las modificaciones del 
paisaje y los ecosistemas esenciales para las identi-
dades de los grupos indígenas que habitan el área 
restringen gradualmente la disponibilidad de recur-
sos de las que dependen sus medios de vida tradicio-
nales (Strambo et al., 2018; Tierra Digna, 2015).

En La Guajira las actividades de la minería de car-
bón se han asociado, entre otras, con la exacerba-
ción de la escasez de agua en una de las regiones 
más áridas de Colombia. Esto incluye el desvío de 2 
arroyos principales por parte de la operación mine-
ra Cerrejón (BHP, Anglo American, Glencore). Ade-
más, el agotamiento de 17 arroyos relacionados con 
la construcción de una presa en el río principal de la 
región, el río Ranchería, ha detenido el suministro 
de agua a los acueductos y sistemas de riego loca-
les (Greenpeace, 2019). Las empresas que operan en 
Cesar son Drummond Ltd, PRODECO (Glencore) y 
CNR (Murray Energy). Específicamente Drummond 
Ltd. es una de las empresas que actualmente enfren-
ta más denuncias por los daños sociales y ambienta-
les de sus operaciones, una de ellas ocasionada por 
la carga de carbón en la Bahía de Santa Marta, así 
como denuncias por reasentamiento involuntario, 
contaminación del aire generado por el polvo de 
carbón, lesiones personales cometidas por fuerzas 
de seguridad privadas y derechos laborales (Tierra 
Digna, 2015).

Los estudios dentro del campo de la economía 
ecológica también han demostrado que se pue-
den cuantificar los pasivos socioambientales de 
la minería de carbón en Colombia. Al estudiar el 
ciclo de vida del carbón en las regiones extractivas 
de Colombia, Cardoso (2015) encontró que los 
pasivos socioambientales a lo largo de la cadena de 
suministro de una tonelada de carbón superan su 
precio de mercado, lo que lleva a desconocer sus ex-
ternalidades. Dichos esfuerzos de valoración pueden 
ayudar a identificar una línea de base para asignar 
responsabilidades para una reparación efectiva y 
proporcionar un punto de partida para reclamar una 
compensación y reparación de daños acorde con los 
impactos acumulativos de la actividad.

La discusión sobre cómo remediar o mitigar los 
impactos biofísicos acumulados por las actividades 
mineras se hace aún más urgente ya que empresas 
mineras de carbón como PRODECO han solicitado 
dejar de operar o ya han cerrado sus operaciones. 
Teniendo en cuenta que Colombia aún no cuenta 
con una legislación sobre cierres mineros y pasivos 
ambientales, es necesario evaluar rigurosamente el 
cumplimiento de las obligaciones derivadas de los 
contratos mineros, incluyendo los mandatos am-
bientales, sociales y económicos. Abordar la renuncia 
de los títulos o las decisiones de abandono o transfe-
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rencia de las concesiones mineras requiere recono-
cer las deudas ambientales y sociales que persisten 
después de la finalización del proyecto, asumiendo 
todos los costos de sus actividades económicas y 
asegurando que dichos costos no se transfieran del 
sector privado al público. No diagnosticar y no exigir 
la remediación o mitigación de los impactos biofísi-
cos a largo plazo tendrá consecuencias en el gasto 
nacional porque las externalidades se reflejarán en 
los ecosistemas y en la salud pública, lo que a su vez 
generaría costos adicionales.

3. Lecciones aprendidas de casos de 
transiciones socioeconómicas

3.1 Impactos y desafíos del declive industrial

Los cambios estructurales originados de la des-
carbonización de los sistemas energéticos en todo 
el mundo son significativos y podrían ser difíciles 
de abordar. Por eso, ejemplos de otros procesos 
de transición pueden ayudar a informar y estruc-
turar las transformaciones en curso. Atteridge et 
al. (2020) documentan casos históricos de EE. UU., 
Reino Unido, Australia, y Sudáfrica para identificar 
puntos en común y lecciones. Resaltar estas ca-
racterísticas comunes proporciona una guía para 
otras transformaciones estructurales al señalar 
qué aspectos deben tenerse en cuenta a lo largo 
del camino. Atteridge et al. (2020) presentan los 
siguientes impactos dentro de los procesos de de-
clive industrial:

1. Pérdida de puestos de trabajo: las repercusio-
nes socioeconómicas de la pérdida de puestos 
de trabajo pueden ser importantes y dar lugar a 
altos niveles de desempleo.

2. Contracción demográfica: debido a la recesión 
económica, los habitantes abandonan las regio-
nes afectadas en busca de mejores oportunida-
des de empleo.

3. Efectos psicológicos y cuestiones de género: 
los cambios bruscos del declive industrial afec-
tan a los grupos sociales de manera diferente. 
Por ejemplo, se han documentado problemas de 
salud mental en las generaciones más jóvenes. 
En cuestiones de género, la pérdida de trabajos 
ocupados en gran parte por hombres ha afec-

tado más a las mujeres al dejarlas con la doble 
carga de generar ingresos y hacerse cargo de las 
responsabilidades del hogar.

4. Temas políticos: los cambios industriales han 
demostrado tener una influencia en los paisajes 
políticos nacionales y una influencia en el com-
portamiento electoral.

5. Preocupaciones ambientales y de salud: abor-
dar de manera ineficaz el cierre de operaciones y 
los procedimientos de remediación daña el me-
dio ambiente natural, que no solo impide nuevos 
usos para la tierra, sino que también tiene im-
pactos en la salud humana.

Debido a los posibles impactos negativos, también 
puede haber desafíos potenciales inherentes a los 
procesos de transición. Reconocer estos desafíos no 
solo contribuye a identificar los puntos de resisten-
cia de los actores que probablemente se verán afec-
tados por el proceso, sino que también aumenta las 
posibilidades de abordar los problemas de equidad. 
Atteridge et al. (2020) documentan los siguientes 
desafíos:

1. Resistencia e intereses particulares: la re-
sistencia puede surgir de aquellos grupos que 
probablemente sufrirán más. Los sindicatos, 
los trabajadores y las autoridades municipales a 
menudo buscan detener o retrasar el cierre de 
minas u otros planes de desindustrialización. De 
manera similar, los grupos de menores ingresos 
que pueden verse afectados por las reformas de 
los subsidios a los combustibles fósiles debido al 
aumento de los precios de los combustibles o la 
electricidad también pueden presentar resisten-
cia en los procesos de transición. Sin embargo, 
esto debe considerarse en función del contexto. 
Por ejemplo, en Colombia los sindicatos de tra-
bajadores y la Mesa Social Minero Energética 
y Ambiental por la Paz se encuentran entre los 
actores que proponen ambiciosos objetivos de 
transición energética y una eliminación del car-
bón participativa y planificada (Santamaría, Car-
doso y Caselles, 2021).

2. Desincentivos para actuar a tiempo y con 
transparencia: no implementar los procesos de 
transición de manera oportuna y la falla de las 
industrias para comunicar los impactos podría 
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ser aún más costoso para los gobiernos. La falta 
de previsión y anticipación en experiencias pa-
sadas ha obstaculizado procesos de transición 
fluidos en detrimento de los trabajadores y las 
comunidades. Del mismo modo, los procesos de 
transición toman tiempo y garantizar el apoyo a 
más largo plazo podría contribuir a compensar 
los impactos de cierres anteriores.

3. Déficit de confianza: la falta de confianza de 
las comunidades puede ser el resultado de des-
igualdades subyacentes o de períodos de cam-
bio pasados en los que algunos grupos afectados 
percibieron los acuerdos como injustos. No reco-
nocer tales injusticias podría plantear desafíos al 
proceso y socavar las transiciones. En el caso de 
Colombia, la oposición a los proyectos mineros o 
de infraestructura por parte de las comunidades 
locales o la sociedad civil ha sido a menudo es-
tigmatizada e incluso enfrentada con violencia. 
Esto hace que los activistas comunitarios, las 
ONGs y los grupos con orientaciones y pensa-
mientos similares sean el objetivo de los actores 
armados asociados a las rentas inherentes a la 
extracción de recursos naturales (Front Line De-
fenders 2020; Global Witness 2020). 

4. Compensación de la industria: la cuestión de 
cómo compensar a las industrias intensivas en 
carbono puede generar resistencia. Consideran-
do que esto sería una carga para los contribu-
yentes, significa que habría menos recursos para 
financiar otros aspectos de la transición.

3.2 Abordar los impactos y los desafíos de la 
transición

Anticipar los impactos y desafíos de la transición 
permite que los cambios necesarios se implementen 
gradualmente y como respuesta a un diálogo social 
que conduzca a resultados más justos. Las expe-
riencias pasadas pueden ofrecer alguna orientación 
sobre cómo responder en tiempos de transiciones a 
gran escala. En la literatura se han identificado las 
siguientes respuestas (Sartor, 2018; Atteridge et al., 
2020; Yanguas-Parra, en preparación):

1. Apoyar a los trabajadores mediante políticas 
laborales activas: las políticas laborales pasivas 
como la jubilación anticipada, las asignaciones 
de ajuste y los planes de compensación pueden 

ser útiles a corto plazo para evitar una dismi-
nución repentina del nivel de vida de los direc-
tamente afectados, pero no abordan problemas 
más profundos a largo plazo. Por el contrario, las 
políticas activas como los servicios de empleo, la 
asesoría laboral y financiera temprana, los pro-
gramas de educación y formación en línea con 
los requisitos del mercado laboral, el apoyo a la 
reubicación, los subsidios para el desarrollo de 
pequeñas y medianas empresas y el apoyo a la 
salud mental pueden mejorar los resultados.

2. Estrategias de diversificación económica se-
gún el contexto: aunque depende del contexto, 
el diseño de estrategias de recuperación y desa-
rrollo económico regional contribuye a fomen-
tar resultados positivos de las transiciones. En 
el corto y mediano plazo las actividades de cons-
trucción y turismo pueden ayudar a crear nuevos 
puestos de trabajo en las antiguas áreas mine-
ras. El despliegue de energías renovables tam-
bién puede generar nuevos puestos de trabajo. 
Sin embargo, es poco probable que el potencial 
de empleo de la energía renovable reemplace 
los puestos de trabajo perdidos. Algunas de las 
medidas utilizadas para promover el dinamismo 
incluyen inversiones para mejorar la infraes-
tructura, programas para expandir las peque-
ñas y medianas empresas, medidas para atraer 
innovación y nuevas empresas, así como apoyar 
el espíritu empresarial local en las áreas afecta-
das. Esto puede impulsar alternativas económi-
cas para ayudar a reemplazar gradualmente al 
sector en declive. Sin embargo, tales medidas de-
penden del contexto y debido al aislamiento o al 
bajo potencial de diversificación económica, un 
retiro controlado a áreas con mejores oportuni-
dades económicas podría ser más apropiado en 
casos específicos.

3. Medidas para mejorar la infraestructura físi-
ca y el medio ambiente regional: la remediación 
adecuada y la rehabilitación ambiental son cla-
ve para permitir usos productivos de la tierra y 
mitigar los impactos en la salud y la seguridad 
luego del cierre de las minas. Sin embargo, esto 
sigue siendo un desafío en muchos sitios donde 
la responsabilidad está en contención. Es más 
probable que las estrategias de rehabilitación 
progresiva durante la vida útil de la mina con-
duzcan a mejores resultados. Otras inversiones 
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en infraestructura de transporte, vivienda, te-
lecomunicaciones, así como la rehabilitación de 
áreas mineras cerradas también podrían contri-
buir a apoyar las estrategias de diversificación 
económica.

4. Procesos inclusivos en los que participen los 
actores relevantes y que garanticen una capa-
cidad institucional adecuada: aunque la tran-
sición traiga consigo beneficios conjuntos de 
nuevas industrias, puestos de trabajo y mejoras 
ambientales locales y globales, también creará 
ganadores y perdedores en el camino. Las ga-
nancias y las pérdidas serán percibidas de forma 
desigual por los diferentes grupos de actores. 
Por lo tanto, las transiciones bien gestionadas 
incluyen los intereses del amplio abanico de ac-
tores implicados para garantizar un reparto jus-
to de los costos prestando especial atención a las 
cuestiones de género. Deben establecerse acuer-
dos de gobernanza innovadores que forjen aso-
ciaciones con la comunidad y la industria para 
incluir a los actores que pueden desencadenar 
efectivamente el cambio.

5. Enfoques dirigidos y diseñados por las comu-
nidades locales en articulación con las autori-
dades nacionales y regionales: las medidas para 
el desarrollo económico regional que se derivan 
del nivel comunitario han demostrado ser exi-
tosas ya que tienden a corresponder de manera 
más efectiva a las necesidades y visiones de los 
residentes y trabajadores. En articulación con las 
autoridades nacionales y locales, las iniciativas 
“de abajo hacia arriba” son clave para identificar 
oportunidades de diversificación económica y 
asegurar recursos de los canales de financiación 
existentes. Además, las estrategias que revita-
lizan la cohesión comunitaria y promueven la 
cultura y la identidad local también contribuyen 
a evitar cambios demográficos drásticos ya que 
estos son factores de atracción y retención de la 
población más joven en las regiones.

6. Movilización en la etapa inicial: las interven-
ciones oportunas para abordar los desafíos de 
la transición brindan mejores resultados y son 
menos costosas para la sociedad y los actores 
involucrados en el proceso. Cuando los actores 
de la industria, los sindicatos, las instituciones 
educativas, las comunidades locales y otros acto-

res del sector privado se movilizan en una etapa 
temprana se deja espacio para un diálogo social y 
una mayor probabilidad de que los planes de tran-
sición reflejen las necesidades de los actores. Las 
experiencias pasadas sugieren que las medidas 
eficientes surgen cuando el proceso de planifica-
ción proporciona suficiente tiempo entre el dise-
ño de las respuestas y el cierre de las actividades. 
Idealmente, los sectores que enfrentan el cierre 
deben comunicar públicamente los cambios con 
anticipación para permitir procesos más fluidos, 
especialmente para los trabajadores.

3.3 Financiando la transición justa

Los compromisos alrededor del mundo para equi-
librar las emisiones de GEI y lograr emisiones ne-
tas de carbono iguales a cero requieren transiciones 
fundamentales que tendrán profundos efectos en la 
sociedad. Dichos efectos deben ser justos para que la 
sociedad los acepte y deben respetar los derechos de 
los trabajadores y, en particular, de las comunidades 
vulnerables y marginadas. Pero tales cambios, ade-
más de voluntad política y reglas claras, requieren 
financiamiento. No existe una directriz clara sobre 
cómo financiar la transición hacia una economía 
resiliente al clima con bajas emisiones de carbono, 
pero mirar ejemplos de iniciativas que están actual-
mente en marcha puede proporcionar algunas pau-
tas para definir cómo se apalancará la financiación y 
cómo se podrían asignar los recursos para garanti-
zar una transición justa fuera de la minería de car-
bón en Colombia.

El Mecanismo de Transición Justa (JTM por sus si-
glas en inglés) de la Comisión Europea es uno de los 
esquemas actuales que tiene como objetivo garanti-
zar que los esfuerzos de descarbonización se reali-
cen de manera justa donde nadie se quede atrás. El 
JTM está diseñado para brindar apoyo a través de 
un fondo de 150.000 millones de euros que se ejecu-
tará durante el período 2021-2027 con el fin de ali-
viar los impactos socioeconómicos de la transición 
en las regiones vulnerables. El acceso a los fondos 
se canaliza a través de la Plataforma de Transición 
Justa que sirve como mesa de ayuda para los países 
y regiones de la Unión Europea (UE) que proporcio-
na apoyo técnico y de asesoramiento. Las regiones 
elegibles se identifican a través de un diálogo con 
la Comisión Europea y se les instruye además para 
desarrollar planes territoriales de transición justa 
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que establezcan los desafíos, necesidades y objetivos 
para 2030. Los criterios de elegibilidad consisten en: 
i) las emisiones industriales de GEI; ii) el nivel de em-
pleabilidad en la industria; iii) el nivel de producción 
de carbón, turba y pizarra bituminosa; iv) y el nivel 
de desarrollo económico del Estado miembro y la 
capacidad de inversión correspondiente (Comisión 
Europea, 2020). La aprobación del plan territorial de 
transición justa permite el acceso a los fondos (ibid,).

Otro vehículo de financiación que se encuentra en 
vigor es la Iniciativa de Transición Justa del Banco 
Europeo de Reconstrucción y Desarrollo (BERD). El 
BERD apoya a los países en los que opera en sus pro-
cesos de transición hacia economías bajas en carbono 
asegurando que se proporcionen igualdad de oportu-
nidades para todos. El banco crea vínculos con el sec-
tor privado para acelerar los procesos de transición 
de los países elegibles. El enfoque de las actividades 
de financiamiento gira en torno a tres prioridades: i) 
garantizar una transición hacia una economía verde; 
ii) apoyo a los trabajadores; y iii) fomentar el desarro-
llo económico regional (BERD, 2020).

Garantizar una transición a una economía verde 
incluye la reconversión de activos con alto conte-
nido de carbono, la remediación y rehabilitación de 
tierras y otras inversiones que tienen el potencial de 
crear empleo local. Al apoyar a los trabajadores, la 
Iniciativa de Transición Justa del BERD promueve el 
acceso a la readaptación profesional y la creación de 
capacidad empresarial para abordar la desigualdad. 
A través de su enfoque de desarrollo económico re-
gional, la iniciativa enfatiza proyectos que brindan 
acceso al empleo, apoyan a las pequeñas y medianas 
empresas y financian proyectos de infraestructura 
sostenible (BERD, 2020).

Si bien estos mecanismos podrían proporcionar 
algunas ideas y posibles ejemplos sobre cómo finan-
ciar transiciones justas, éstas reflejan un contexto di-
ferente al de Colombia. En este caso las lecciones del 
Sur Global podrían ser más replicables en el contex-
to colombiano. Por ejemplo, Sudáfrica ha estableci-
do una Transacción de Transición Justa (JTT por sus 
siglas en inglés) para respaldar este proceso. El JTT 
está diseñado bajo la idea de que se requiere apoyo 
de transición para los titulares mineros y generado-
ras de electricidad que no pueden simplemente ser 
empujados al colapso. El no proporcionar dicho apo-
yo podría resultar en importantes impactos econó-

micos y sociales negativos. Como tal, el JTT consiste 
en una línea de crédito de 11.000 millones de dólares 
para cubrir los costos del desmantelamiento acele-
rado del carbón y el despliegue de nuevas energías 
renovables, condicionado a reducciones cuantifica-
bles y sustanciales de emisiones de GEI y acción so-
cial. Las comunidades afectadas se beneficiarán de 
un programa respaldado por los ingresos netos de 
la transacción, integrado en un programa amplio de 
industrialización y de recuperación económica ver-
de para la región (Winkler, Keen & Marquard, 2020).

4. Recomendaciones para una 
eliminación gradual planificada de 
la minería de carbón en Colombia

La eliminación gradual de la minería de carbón en 
Colombia requiere la adopción de un enfoque de tran-
sición justa. Al hacerlo no solo se mejorarían los esfuer-
zos de descarbonización, sino que también los bene-
ficios colaterales sociales, ambientales, y económicos 
se compartirían de manera justa entre los actores 
involucrados. Identificamos los procesos en curso del 
gobierno colombiano que se encuentran en una etapa 
temprana como puntos de entrada oportunos para 
proporcionar un conjunto de recomendaciones de po-
lítica pública en  línea con una transición justa fuera de 
la minería de carbón en Colombia. Para evaluar cómo 
se ajustan las recomendaciones al marco de transición 
justa de Atteridge & Strambo (2020), señalamos cuáles 
de los siete principios aplican en cada caso.

4.1 Puntos de entrada para 
implementar una transición justa 
alejada de la minería de carbón en 
Colombia

El gobierno colombiano, a través de la ANM, está 
planificando actualmente una estrategia para la 
transición de las regiones carboníferas a otros tipos 
de economías a través de una estrategia de “carbón 
neutro”. La estrategia tiene como objetivo mante-
ner la competitividad del carbón con otras fuentes 
de energía para financiar la transición. Para ello la 
ANM en alianza con el Ministerio de Hacienda y el 
Ministerio de Agricultura apuntan a ampliar el ho-
rizonte de demanda del carbón térmico colombiano 
vendiéndolo con un porcentaje asociado de compen-
saciones de emisiones de GEI vía la activación de la 
economía forestal. Esto, con el fin de mantener los 
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ingresos por extracción y exportación de carbón que 
podrían financiar la transición (ANM, 2020).

Sin embargo, esta iniciativa todavía se basa en el 
apoyo a un sector en declive que históricamente se 
ha beneficiado de subsidios y deducciones fiscales. 
En lugar de proporcionar señales para una fecha final 
clara en línea con un presupuesto global de carbono y 
cuánto carbón debe permanecer bajo tierra y sin que-
marse para limitar el calentamiento global a 1.5ºC por 
encima de los niveles preindustriales, su objetivo es 
extender la vida útil de la actividad bajo la idea de que 
la extracción de recursos naturales puede impulsar el 
desarrollo. Aunque el plan para apoyar la economía 
forestal puede contribuir a los esfuerzos de diversi-
ficación económica, la estrategia de “carbón neutro” 
de la ANM no fomenta la descarbonización global y 
no evita una mayor dependencia hacia el carbono, dos 
de los siete principios para evaluar qué tan justa es 
una transición de acuerdo con Atteridge y Strambo 
(2020). Además, no está claro si las compensaciones 
se mantendrán en Colombia o si se comercializarán 
y exportarán junto con el carbón arriesgando el cum-
plimiento de las metas de la NDC.

La reciente Política de Recuperación Económica 
(Consejo Nacional de Política Económica y Social 
[CONPES 4023], 2020) es también un punto de en-
trada para ofrecer recomendaciones. En contra de 
las tendencias actuales de los mercados interna-
cionales de combustibles fósiles, especialmente la 
reducción del espacio de mercado para el carbón 
colombiano, la Política de Recuperación Económica 
reitera su apoyo a actividades que impiden aumen-
tar la complejidad de la economía en línea con los 
esfuerzos de descarbonización. Aunque la política 
menciona la necesidad de diversificar la economía, 
todavía lo hace basándose en actividades que no 
añaden complejidad económica como la extracción 
de minerales o fomentando vías de industrializa-
ción descendentes inherentemente intensivas en 
carbono a lo largo de la cadena de suministro de 
combustibles fósiles. En este sentido, es aconsejable 
una estrategia de diversificación de activos baja en 
carbono ya que el objetivo es añadir complejidad a la 
economía sin arriesgar los esfuerzos de descarboni-
zación. Colombia ya ha identificado oportunidades 
en esta línea en su Política de Crecimiento Verde 
(Consejo Nacional de Política Económica y Social 
[CONPES 3934], 2018). Esta política consiste en una 
estrategia para aumentar a 2030 la productividad y 

la competitividad económica del país al tiempo que 
se garantiza el uso sostenible y la conservación de 
los recursos naturales.

A finales de 2020 el gobierno colombiano presentó la 
versión actualizada de su NDC para el período 2020-
2030. Además de comprometerse con una reducción 
del 51% de las emisiones de GEI para 2030 en compa-
ración con la línea base de emisiones, Colombia inclu-
yó la transición justa de la fuerza laboral como uno de 
sus pilares estratégicos (Gobierno de Colombia, 2020). 
El Ministerio de Trabajo fue delegado para liderar esta 
estrategia hasta 2023, y con ello “buscará contribuir a 
mejorar la calidad de vida y la inclusión social y económi-
ca de la población, garantizando no dejar a nadie atrás y 
contando con un diálogo que vincule la participación de 
empleadores, trabajadores y gobierno, así como la partici-
pación activa ciudadana en su diseño e implementación” 
(Gobierno de Colombia, 2020, p. 2). Igualmente, en 
2019 el Ministerio de Trabajo y la OIT lanzaron el pacto 
por el empleo verde y la transición justa (OIT, 2019). El 
enfoque actual del pacto es implementar habilidades 
relevantes para una economía verde como la manufac-
tura, la construcción, la energía renovable y la eficien-
cia energética. Si el sector de la extracción de carbón 
será priorizado dentro de estos procesos o si estas es-
trategias abarcarán una visión más amplia de lo que 
significa una transición justa está aún por definir.

Estos procesos sirven como puntos de entrada opor-
tunos para proporcionar las siguientes recomendacio-
nes de política pública en línea con la definición amplia 
de una transición justa: una que no solo se centre en 
proteger a la fuerza laboral, sino que también proteja 
valores sociales, ambientales y económicos que están 
en juego cada vez que hay un cambio estructural.

4.2 Recomendaciones para una transición 
justa lejos de la minería del carbón en 
Colombia

1. Los desafíos del sector de extracción de carbón tér-
mico en declive en Colombia requieren un proceso 
de planificación escalonado, oportuno e inclusivo 
para contrarrestar las vulnerabilidades a los choques 
externos al tiempo que se garantiza que los costos y 
beneficios de la transición se distribuyan de manera 
justa entre las partes interesadas. Comunicar públi-
camente los cambios con anticipación permite un 
espacio para el diálogo abierto entre los actores, por 
lo tanto, una mayor probabilidad de que los planes de 
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transición reflejen sus necesidades. Las experiencias 
pasadas han demostrado que la movilización tem-
prana es menos costosa para los gobiernos y es más 
adecuada para aprovechar los beneficios y oportuni-
dades de la transición. No existe un reglamento claro 
para la financiación de las transiciones, ya que cada 
proceso depende del contexto. Sin embargo, al dise-
ñar estrategias de financiamiento, el apoyo transito-
rio requerido para evitar el colapso de los operadores 
tradicionales debe estar condicionado a reducciones 
cuantificables y sustanciales de emisiones de GEI, así 
como a acciones significativas para las comunidades 
afectadas y reparaciones que reconozcan la respon-
sabilidad histórica de aquellos que han extraído el 
carbón y se han beneficiado de esta actividad.

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (1) fo-
mentar activamente la descarbonización; (2) 
evitar la dependencia en sectores intensivos 
en carbono y más “perdedores” en estos secto-
res; (7) garantizar un proceso de planificación 
inclusivo y transparente

2. Las intervenciones deben centrarse en la diversifi-
cación y el desarrollo económico nacional y regional 
que contribuya a la descarbonización en consonan-
cia con los objetivos globales y nacionales de cam-
bio climático. Esto significa asegurarse de que las 
inversiones no se dirijan a sectores que creen más 
dependencias en trayectorias intensivas en carbono. 
En este sentido, los incentivos para la minería de car-
bón en Colombia deben reevaluarse en un escenario 
de eliminación gradual para estimular actividades 
que brinden oportunidades de crecimiento. Pro-
puestas como la estrategia de “carbón neutro” de la 
ANM continúan apoyando un sector en declive. En 
cambio, podrían proporcionar una fecha final clara 
de eliminación de la extracción de carbón que se ali-
nee con las estimaciones del presupuesto de carbono 
global de cuánto carbón debe permanecer bajo tierra 
y sin quemarse para limitar el calentamiento global a 
1.5ºC por encima de los niveles preindustriales. 

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (1) fo-
mentar activamente la descarbonización; (2) 
evitar la dependencia en sectores intensivos en 
carbono y más “perdedores” en estos sectores.

3. Los esfuerzos de diversificación económica deben 
conducir a aumentar la complejidad de la canasta de 
exportaciones de Colombia sin aferrarse e incurrir 

en una mayor dependencia en sectores y productos 
intensivos en carbono. Actualmente, su baja comple-
jidad se explica por exportaciones mayoritariamente 
de materias primas con  base en la explotación de 
recursos naturales lideradas por el petróleo y el car-
bón. Estos bienes son vulnerables a las fluctuaciones 
de los mercados de productos básicos y crean pocas 
oportunidades para vincularse con otras activida-
des. La diversificación de la canasta exportadora en 
productos más complejos no solo puede contribuir 
a un crecimiento significativo, sino también a resis-
tir choques externos. En este sentido, es aconseja-
ble una estrategia de diversificación de activos baja 
en carbono, como la incluida en la Política de Cre-
cimiento Verde de Colombia, ya que el objetivo es 
agregar complejidad a la economía sin arriesgar los 
esfuerzos de descarbonización.

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (2) evi-
tar la dependencia en sectores intensivos en 
carbono y más “perdedores” en estos sectores.

4. Si bien el sector de la minería del carbón en La 
Guajira y Cesar actualmente crea oportunida-
des laborales muy limitadas para la población lo-
cal (1,4% y 0,3% respectivamente), un proceso de 
transición justa en Colombia debe incluir consi-
deraciones no solo para apoyar a la fuerza laboral 
actual a evitar caídas repentinas de los niveles de 
vida, pero también dinamizar las perspectivas de 
empleo en las regiones. Las perspectivas de pér-
dida de puestos de trabajo suelen crear puntos de 
resistencia a los procesos de transición, por lo que 
es aconsejable abordar los posibles impactos en el 
mercado laboral desde una etapa temprana. Una 
estrategia en este sentido debería incluir medidas 
a corto plazo (jubilación anticipada, prestaciones 
de ajuste y planes de compensación) para garanti-
zar el bienestar de la población activa, y estrategias 
a largo plazo (asesoramiento laboral y financiero 
temprano, programas de educación y formación 
en consonancia con los requisitos del mercado la-
boral, apoyo a la relocalización, subsidios para el 
desarrollo de pequeñas y medianas empresas) que 
ayudan a impulsar alternativas económicas que 
reemplacen paulatinamente al sector en declive.

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (3) 
apoyar a las regiones afectadas; (4) apoyar a los 
trabajadores, sus familias y la comunidad en ge-
neral afectada por cierres o reducción de escala.
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5. Si bien La Guajira y Cesar son las regiones que más 
aportan a las regalías del carbón, son dos regiones 
rezagadas en indicadores socioeconómicos como 
educación, salud, nivel de vida adecuado y calidad 
del trabajo. Junto con los impactos socioambien-
tales de décadas de minería de carbón a gran es-
cala, esta situación genera una falta de confian-
za por parte de las comunidades. Una transición 
justa alejada de la minería de carbón en Colom-
bia debería reconocer y abordar las desigualdades 
históricas y los impactos sociales, ambientales 
y económicos acumulados de las operaciones de 
carbón a gran escala para recuperar la confianza 
en las comunidades afectadas. Las metodologías 
de valoración innovadoras para cuantificar los pa-
sivos socioambientales del ciclo de vida del carbón 
pueden ayudar a identificar una línea base para 
asignar responsabilidades para una reparación 
efectiva y proporcionar un punto de partida para 
reclamar compensación y reparación de daños.

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (5) 
remediar el daño ambiental y garantizar que 
los costos relacionados no se transfieran del 
sector privado al público; (6) abordar las des-
igualdades económicas y sociales existentes; 
(7) asegurar un proceso de planificación inclu-
sivo y transparente.

6. Ampliar el alcance de la estrategia de transición 
justa incluida en la versión actualizada de la NDC 
colombiana para el período 2020-2030 y el pacto 
por el empleo verde y una transición justa suscrito 
por el Ministerio de Trabajo y la OIT hacia una que 
incluya no solo consideraciones laborales, sino 
también aspectos relacionados con el desarrollo 
económico regional, alivio de la pobreza, acceso a 
la energía, medio ambiente y objetivos de justicia 
climática. Las transiciones que están bien gestio-
nadas incluyen los intereses de la amplia gama de 
actores involucrados para garantizar la equidad. 
Deben establecerse acuerdos de gobernanza inno-
vadores que forjen asociaciones con la comunidad 
y la industria para incluir a los actores que pueden 
desencadenar el cambio de manera efectiva.

•	 Principio(s) de transición justa aplicable: (7) 
garantizar un proceso de planificación inclusi-
vo y transparente.
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